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INTRODUCCIÓN 

En este artículo se aborda el tema de las relaciones entre civiles y militares en la región andina; tema que ha cobrado una gran importancia en los últimos años en los países de América del Sur, gracias al creciente interés de los académicos y civiles en general por el estudio de temas relacionados con la seguridad nacional y el funcionamiento de la institución armada, y en especial, por la preocupación creciente por entender los procesos de consolidación democrática en los países de la región.

En términos generales, este artículo propone hacer una revisión y una comparación  de los modelos de relaciones entre  civiles y militares que han estado vigentes en la región, e intenta hacer una evaluación de la incidencia de éstos en la construcción de regímenes democráticos. Para hacerlo, se intenta hacer una caracterización de los modelos predominantes en la historia reciente de los países andinos, de tal manera que puedan  examinarse las tendencias de continuidad y cambio en la década de los noventa,  señalarse  los rasgos comunes y las diferencias entre países,  resaltar los factores positivos y negativos para la democracia, y finalmente, delinear algunas de las trayectorias posibles. 

Con el fin de poder caracterizar las relaciones que se dan en la Región Andina, en este artículo se proponen algunos conceptos básicos que ayudan a entender  los rasgos generales de estos modelos  y  la combinación de los mismos. Los conceptos que se introducen son básicamente cinco: subordinación, autonomía, politización, institucionalización y profesionalización. Se examina su presencia y la forma como inciden en mayor o menor grado en los procesos de “consolidación democrática” que se dan en la región. A continuación, se  trabaja en la necesidad de afinar estos conceptos con el fin de poder leer adecuadamente el problema de los modelos de  relaciones entre civiles y militares en los cuatro países considerados: Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela.

En el caso de la subordinación,  es importante insistir en la presencia de dos componentes fundamentales. Por un lado, la subordinación tiene  un componente “formal procedimental”, que tiene que ver con el hecho de que éste concepto aparezca en la constitución política de un país y que se desarrolle en unas normas, aunque en muchos casos puede  que  se quede sólo en el plano normativo. Sin embargo, la subordinación  tiene otra dimensión: la dimensión efectiva, que permite que pueda existir en la práctica una subordinación real de las Fuerzas Armadas a los gobiernos civiles. Vale la pena anotar que, evidentemente, el tipo ideal de subordinación sería el que tiende a combinar ambos elementos, subordinación formal y subordinación efectiva. No obstante, en el estudio de los casos se encuentra que en los países de la región se dan distintos grados de combinación de estos elementos. 

En este artículo se tratan de leer los casos de los distintos países de la región a  través de las dos dimensiones de la subordinación, de tal manera que se plantea un ejercicio de comparación que ayuda a ver que hay rasgos comunes y diferencias que son importantes de delinear. 

Por su parte, el concepto  autonomía ha sido de los más utilizados, y en el caso colombiano, es el concepto que ha jugado el papel más importante . Sin embargo, lo que es relevante señalar en este caso es que  la autonomía presenta las mismas dos dimensiones que la subordinación (formal y efectiva), y puede también tener dos efectos desde el punto de vista conceptual.  Es decir que,  pueden encontrarse Fuerzas Armadas que se definen como autónomas y que el efecto de esta autonomía es la “despolitización” y la “neutralidad” frente al proceso político interno. Este es, en últimas, el proceso que se da en las democracias más avanzadas. Un segundo efecto puede ser el hecho de que esta autonomía genere politización, y por tanto, una mayor injerencia  y una presencia protagónica de las Fuerzas Armadas en el proceso político interno. 

En cuanto al concepto de politización es importante hacer una claridad, pues la institución que tiene como papel fundamental la coerción en los Estados Modernos, es por definición una institución política; cumple un papel político y  por tanto, es politizada. Sin embargo, puede hablarse de dos instancias posibles de esta politización: una que tendría de alguna manera un carácter más “institucional” o  “estatal”, y otra que se refiere más a la filiación política de los miembros de la institución armada. Para ilustrar un poco lo primero, podemos hablar del caso de las Fuerzas Armadas de Estados Unidos o Gran Bretaña, las cuales juegan un papel evidentemente político, pero que se enfoca de manera fundamental en las grandes decisiones de seguridad nacional a nivel del Estado
. 

En el caso latinoamericano y específicamente de la Región Andina, es posible que la institución armada,  gracias a la autonomía y a las prerrogativas que tienen, se vayan convirtiendo en  actores políticos que participan en la vida política de los países, que tienen cada vez más injerencia, que tienen mucho peso en el proceso político interno y que terminan involucradas en los conflictos y en las negociaciones que son inherentes a dichos procesos
.  

Es importante hacer una anotación en cuanto a la profesionalización: la profesionalización tiene  también un carácter histórico, que tiene que ver con el hecho de que las instituciones armadas se van adecuando,  incluso en términos tecnológicos, a las condiciones de guerra   o de conflicto en los que tienen que intervenir.  En esta medida,  la profesionalización no se limita al nivel de “cualificación”  que alcanzan las Fuerzas Armadas, sino que abarca la capacidad que éstas tengan para desarrollar una capacidad de actuar eficazmente en el tipo de  conflictos en los que  tienen que participar en razón de sus funciones. 

Con respecto al concepto de  institucionalización,  se han encontrado  grandes dificultades para definirlo, pues existen muchas teorías que tratan de explicar lo que es “institucionalizarse” desde distintos puntos de vista, como la economía, la ciencia política, etc. Sin embargo, tratando de pensar la institucionalización desde una perspectiva más concreta y sin tener grandes pretensiones teóricas,  vale la pena referirse a este término como otro delimitador de las Fuerzas Armadas que no es necesariamente la profesionalización y el desarrollo de estructuras internas, sino que tiene que ver con la forma en que la institución armada se inserta en una estructura institucional más amplia.   En este caso también puede hablarse de diferentes grados de institucionalización en Fuerzas Armadas de los distintos países de la región  y de procesos de creciente institucionalización  o de desinstitucionalización. 

Para cerrar un poco esta parte explicativa, vale la pena decir que estos conceptos  simplemente sugieren formas de acercarse y ordenar muchos de los elementos que están en juego en esas complejas relaciones entre civiles y militares, y sobre todo, en las complejas tensiones que genera el papel que juegan las Fuerzas Armadas  dentro del Estado y dentro de los regímenes políticos que se dan en la Región Andina. 

CONTEXTO HISTORICO

Este trabajo parte de la idea de que  durante la década de los noventa, los modelos de relaciones que se instauran en la región andina tienden a transformarse y a entrar en una fase de transición cuyo resultado aún no es del todo claro y que demuestra considerables diferencias entre los distintos países.  Sin embargo, a manera de hipótesis puede decirse que  estas transformaciones ofrecen indicios que no parecen favorables al fortalecimiento y la consolidación de los regímenes democráticos vigentes. Es decir que, aunque los modelos de relaciones entre civiles y militares cambian constantemente dependiendo del momento político por el que pasa cada país, no parecen contribuir, en términos de tendencia, al fortalecimiento de la democracia. 

En términos generales,  se plantean tres ideas fundamentales que se desarrollan a lo largo del artículo y que contribuyen al sostén de la hipótesis general y a la articulación del mismo.  En primer lugar,  se observa una constante fundamental en los procesos políticos de la Región Andina en la segunda mitad del siglo XX en la medida en que se observan distintas dinámicas dependiendo de los países, pero que oscilan siempre entre la configuración de regímenes autoritarios y regímenes democráticos.   

Adicionalmente,  es posible afirmar que la Región se caracteriza por la existencia, ya en la década de los años noventa, de  una relativa vulnerabilidad, pues se configuran regímenes de reciente conformación como los de Alberto Fujimori en Perú, Hugo Chávez en Venezuela o Lucio Gutiérrez en  Ecuador, que aunque tienen elementos democráticos (fundamentalmente porque todos han sido elegidos mediante elección popular), tienden a adoptar algunas formas de autoritarismo o que al menos ponen en cuestión la vigencia de rasgos fundamentales de la democracia. 

En tercer lugar, es de gran importancia referirse al aspecto económico de estos países.  En general, puede decirse que aunque las economías de la Región Andina han pasado por diferentes ciclos  durante la última década, es claro que  son economías bastante frágiles.  Este hecho tiene una gran incidencia en la estabilidad de los regímenes políticos, pues parece haber una clara relación entre  las rupturas políticas más contundentes que se dan en los diferentes países y las crisis económicas más profundas. 

Ahora, es importante aclarar que hay distintas maneras de abordar el tema de las relaciones entre civiles y militares en la Región Andina.  Por ejemplo, podrían estudiarse  las relaciones que se dan entre las Fuerzas Armadas y la sociedad civil, entre otros, pero las ideas que articulan este trabajo apuntan esencialmente a pensar en las relaciones que se dan entre  las instancias civiles del Estado y la institución armada.  Puede decirse entonces que estamos pensando el tema de las relaciones civiles-militares desde el nivel del Estado, de las instituciones, y de cómo se han estructurado en la región, por un lado, los gobiernos civiles y los procesos democráticos, y por otro, las funciones y el rol de la institución armada.  

LOS CASOS 

a. El caso de Colombia 
Para acercarnos al caso colombiano, se toman como referencia los períodos constitucionales de  1986 y 1991, en los que se ven las distintas expresiones y combinaciones de subordinación y autonomía.   Estos conceptos juegan de alguna manera un papel dinámico, pues su interacción permite explicar los modelos que se presentan, tanto desde el punto de vista formal como desde el punto de vista efectivo. 

En el caso colombiano puede hablarse de alguna manera de la existencia de una subordinación formal, es decir que desde el punto de vista normativo, desde la constitución y las leyes, las Fuerzas Armadas aparecen sometidas al poder civil. Este tipo de subordinación se expresa mediante diferentes formas, una de las más importantes es quizá el hecho de que el Presidente de la República aparece como Comandante Supremo de las Fuerzas Armadas. Adicionalmente, es claro que existe una clara separación del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, en cuanto a la organización y diferenciación de sus funciones.  Esto implica de alguna manera, que existe un sistema de control, al menos desde el punto normativo, que dificulta la reproducción de regímenes  autoritarios.  En el caso colombiano y desde el punto de vista formal, se plantea la existencia de unas Fuerzas Armadas apolíticas, que juegan el rol de un cuerpo no deliberante  y que sirve de sostén a las instituciones democráticas. De hecho, los miembros de las instituciones armadas no pueden ejercer el derecho al sufragio. Y finalmente, se refuerza esta idea de una subordinación formal mediante la existencia de fuertes controles civiles sobre la gestión administrativa, operativa y de los recursos, lo cual se concreta en la competencia como entes de vigilancia que tienen la contraloría y la procuraduría. 

Sin embargo, sabemos que las circunstancias reales van más allá de los planteamientos teóricos, de tal forma que en la práctica tienen lugar complejas combinaciones entre estos preceptos que se plantean desde el punto de vista teórico y el papel real que juegan las Fuerzas Armadas en el país.   

Por un lado, estas formas de subordinación formal se reafirman mediante algunos rasgos de lo que se denomina en este trabajo subordinación efectiva, que se refiere fundamentalmente a expresiones de subordinación que sobrepasan el plano de lo formal y normativo, y son interiorizadas y asumidas de alguna manera por las Fuerzas Armadas. En el caso colombiano, es claro por ejemplo, que durante el período en cuestión no tienen lugar intentos de golpe de Estado  ni gobiernos militares.  Adicionalmente, puede hablarse de una aceptación de las instituciones y políticas gubernamentales frente al conflicto por parte de las Fuerzas Armadas, y en últimas de un profundo respeto por las decisiones que toman las autoridades civiles con relación a conflictos entre civiles y militares.  Finalmente, vale la pena señalar que existe un interés creciente por parte de los civiles por comprometerse con los temas propios del sector defensa y seguridad. 

Sin embargo,  también son claras las expresiones de autonomía que se dan en el caso colombiano,  las cuales tienen una parte formal y otra efectiva.  La autonomía formal se refiere  básicamente a un esquema en el que existen estructuras normativas que le otorgan una cierta independencia a las Fuerzas Armadas.  La institución armada conserva entonces el fuero militar,  las mayores atribuciones vía estados de excepción, y  la persistencia de un régimen particular de carrera y de seguridad social. 

Pero existe por otro lado una forma de autonomía que trasciende lo normativo y que tiene lugar en el campo de lo real, de las atribuciones, roles y espacios que las Fuerzas Armadas han ido construyendo a lo largo de su función histórica.  Esta forma de autonomía ha sido denominada en este trabajo como autonomía efectiva.   En este caso, la institución armada tiene bajo su responsabilidad el manejo de los problemas de orden público,  ha ganado terreno en el aumento de funciones que se relacionan con el conflicto interno,  ha  logrado un incremento de prerrogativas, ha sido efectiva en cuanto a la criminalización de la protesta social y ha ganado en la relativa capacidad de veto frente a las decisiones que les competen o les afectan. Adicionalmente, habría que anotar que en los últimos años  ha habido también un fortalecimiento de las Fuerzas Armadas en virtud a su tamaño y a su presupuesto, y por tanto, una  mayor capacidad de negociación de la institución armada para tramitar recursos y prebendas.  

 El caso de Venezuela 

Para acercarnos al caso colombiano se toman como referencia los períodos constitucionales de 1961, las reformas de 1983 y la reforma constitucional de 1999.  Sin embargo, vale la pena aclarar que en el caso venezolano resulta especialmente interesante, en virtud a las reformas que introduce Hugo Chávez al sistema político nacional. 

En términos generales, puede decirse que en el caso venezolano interactúan los mismos conceptos de subordinación y autonomía, y las combinaciones posibles de politización, neutralidad e institucionalización.  Y aunque tradicionalmente se ha tendido a asociar el caso colombiano con el caso venezolano, por sus procesos similares a lo largo de la historia, puede pensarse que durante esta década ambos países se han distanciado por el desarrollo de experiencias disímiles. 

En el caso de Venezuela antes de la Constitución de 1999, se presentan algunos rasgos de subordinación formal, es decir, que desde el punto de vista normativo se mantiene la figura del poder civil por encima de las Fuerzas Armadas.  En esta medida,  se encuentra que el Presidente de la República aparece como Comandante Supremo de la institución armada, la cual a su vez debe constituir una Fuerza apolítica, obediente y no deliberante.  Adicionalmente, parece claro que  desde el punto de vista formal,  la autoridad militar y la autoridad civil no pueden ser ejercidas simultáneamente por un individuo y que se mantienen las estructuras de control por parte del Congreso.  

Esta subordinación también encuentra su expresión en lo efectivo, de tal forma que  se hace clara la ausencia de gobiernos militares, el fracaso de los intentos de golpe de Estado, la sujeción de la institución armada a la dinámica estatal. Por otro lado, es evidente  la incidencia de los partidos en el proceso político y la clara identificación de élites militares y políticas durante la década.  

Sin embargo, en el caso de Venezuela también se hacen evidentes  rasgos de autonomía,  que además tienen una  expresión desde lo formal y otra desde lo efectivo.  En cuanto a la parte normativa y procedimental, es claro que durante los períodos de estado de emergencia, se permite la suspensión o restricción de algunas  de las garantías constitucionales.   Adicionalmente, el cargo de  Ministro de Defensa en Venezuela lo ocupa efectivamente un militar, mientras que existe una clara militarización de actividades económicas debido a acciones huelguistas.  

Desde lo efectivo, otros hechos soportan estas formas de autonomía de las Fuerzas Armadas frente al poder civil, en la medida en que existe intervención militar en áreas que no pertenecen a sus funciones específicas y en que la situación interna lleva a revivir en la institución armada su vocación política.
 

El caso de Perú 

Para el caso peruano, se tienen en cuenta como puntos de referencia las constituciones de 1979 y 1993, y al igual que en los casos anteriores, se presencia el papel dinámico de los rasgos que determinan el tipo de relaciones que se dan entre civiles y militares.  Aparecen nuevamente los conceptos de subordinación y autonomía, pero vemos la forma en que el caso peruano se distancia del caso colombiano y más bien, comienza a tener algunas similitudes con el desarrollo de la política reciente en el caso de Venezuela. 

En Perú también existen expresiones de subordinación formal en la medida en que, desde el punto de vista normativo y constitucional,  el Presidente de la República dirige el sistema de defensa nacional, las Fuerzas Armadas aparecen como actores no deliberantes, sólo el Presidente otorga los ascensos a los Generales y Almirantes, y finalmente, el Congreso mantiene competencia sobre el diseño y ejecución del sistema de defensa nacional. 

Desde el punto de vista efectivo o real,  existe también un tipo de subordinación, pues  es evidente que en Perú no son acogidos los intentos de golpe de estado durante este período, y si bien puede decirse que el régimen político presenta matices que se acercan al autoritarismo,  los gobiernos son elegidos democráticamente.  

Pese a lo anterior,  parece que en el caso peruano toman fuerza los rasgos de autonomía, tanto desde el punto de vista formal como desde la perspectiva efectiva.  En lo formal,  parece importante señalar el hecho de que las Fuerzas Armadas organicen sus reservas y dispongan de ellas, así como resaltar su participación en el desarrollo social y económico del país.  Adicionalmente, la institución armada conserva el fuero respectivo y  se someten  al código de justicia militar y a su competencia. Durante períodos de estado de emergencia, algunas de las garantías constitucionales pueden ser suspendidas o restringidas temporalmente  y finalmente,  se permite que existan autoridades civiles y militares en forma simultánea.  

El caso de Ecuador 

El caso de Ecuador parte de las constituciones de 1984 y  de 1998, y en él también se mezclan rasgos de subordinación formal,  autonomía formal,  subordinación efectiva y  autonomía efectiva.   

La subordinación formal  se expresa en la medida en que el Presidente de la República constituye  la máxima autoridad  de la fuerza pública. Adicionalmente, las Fuerzas Armadas aparecen como actores no deliberantes,  el Consejo de Seguridad Nacional es el organismo encargado de la defensa nacional, el Congreso tiene competencias en la organización y funcionamiento de la institución armada, y finalmente, al Presidente le corresponde reconocer grados militares. 

La autonomía formal también tiene sus formas de expresión.  En este sentido, los miembros de la fuerza pública están sujetos a un fuero especial  y  por otra parte, tienen la posibilidad de participar en actividades económicas  y en el desarrollo social del país, es decir, en acciones de promoción de servicios de salud, educación, etc.  
En cuanto a la subordinación efectiva, puede decirse  que el caso ecuatoriano presenta características como la abstención política en pro de la estabilidad de las instituciones, la obediencia a un Estado de Derecho y a una institucionalidad vigente, más que a la autoridad civil, y finalmente el soporte del Estado. 

CONCLUSIONES 

A  manera de conclusión puede decirse que,   pese a los factores estructurales comunes, los modelos de relaciones entre civiles y militares en los casos estudiados muestran respuestas muy particulares y difícilmente agrupables.   Adicionalmente, la posibilidad de agrupar se hace aún más compleja cuando los modelos vigentes durante un cierto tiempo están sujetos a transformaciones cuyo resultado final es incierto. 

En términos generales, la historia reciente de los países de la Región Andina hace pensar que se podría agrupar según pautas similares a algunos de ellos, como Colombia y Venezuela por un lado, y  Perú y Ecuador por otro. Sin embargo, durante el desarrollo de la historia política de la década, aparecen elementos comunes en los casos de Venezuela y Perú, y  mientras que el caso venezolano se aleja del colombiano, éste  se acerca  al proceso de Ecuador.     

De cualquier modo, ninguno de los modelos en cuestión parece el más apropiado para alcanzar un verdadero fortalecimiento de los regímenes democráticos existentes, ni para generar opciones tendientes a la superación de sus limitaciones.   Es decir que, los modelos de relaciones entre civiles y militares que se dan en los distintos países no parecen contribuir en últimas a la consolidación de  modelos democráticos. 

En términos generales pueden definirse los modelo de relaciones entre civiles y militares que se dan en la región en los siguientes términos: 

En el caso colombiano puede hablarse de un continuismo perverso, es decir, un modelo útil para sostener una democracia limitada, pero inadecuado para viabilizar el proceso de  profundización democrática.  Adicionalmente, es importante señalar que este modelo representa una “camisa de fuerza” que impide conseguir un modelo de relaciones actualizado. 

En el caso venezolano puede decirse que  existe un proceso de transformación amenazante, en el que es evidente el agotamiento definitivo del modelo vigente desde el Pacto de Punto Fijo. También puede hablarse de un proceso de transformación de fondo con mayor injerencia de las Fuerzas Armadas en la política a costa de la subordinación institucional y posiblemente, de la institucionalización y la profesionalización. 

En el caso de Perú, puede hablarse de un modelo de transformación desinstitucionalizante.  Este modelo está vigente desde el ascenso de Fujimori y durante su vigencia se ha dado un papel protagónico a las Fuerzas Armadas.  Las Fuerzas Armadas representan entonces el soporte del régimen,  pero a un alto costo en cuanto a la consolidación de procesos de institucionalización y profesionalización. 

Finalmente, el caso ecuatoriano puede definirse como un continuismo necesario y sin salida.  En este caso, el papel de las Fuerzas Armadas con respecto al modelo y al papel del Estado y la institucionalidad, se mantienen.  La fuerza pública es soporte del orden vigente y bastión ante las dificultades del régimen. 

� Esta ponencia actualiza y desarrolla un trabajo previamente elaborado por Andrés Dávila para el Curso “Entrenamiento en políticas de defensa para civiles” organizado por la Universidad Torcuato di Tella y la Universidad de los Andes en noviembre de 1999.


� Historiadora de la Universidad de los Andes, actualmente miembro de la Unidad Coordinadora Nacional del crédito BID 1085 OC-CO, Programa de Apoyo a la Convivencia y la Seguridad Ciudadana, Departamento Nacional de Planeación.


� Politólogo de la Universidad de los Andes, realizó estudios de Maestría  y Doctorado en Ciencias Sociales en la FLACSO, cede México y actualmente es Director Técnico de la Unidad de Justicia y Seguridad en el Departamento Nacional de Planeación.   


� Esta profesionalización corresponde a la analizada por Samuel Huntington en su clásico libro, El soldado y el Estado, Editorial Paidós, Buenos Aires 1972.


�  STEPAN, Alfred.  Repensando los Militares en la Política, Editorial Planeta, Buenos Aires 1988.


� El desarrollo reciente de los acontecimientos políticos en Venezuela ha dado un matiz de complejidad a las relaciones entre civiles y militares, pues si bien el régimen de Hugo Chávez llega al poder mediante elecciones democráticas, en un régimen con marcados matices autoritarios, en el que las Fuerzas Armadas juegan un importante papel en la arena política.   Sin embargo,  este trabajo no pretende profundizar por el momento en el caso de Chávez, que se encuentra aún en proceso de construcción y de análisis.  Esta parte se está desarrollando y esperamos incluirla en la versión final del artículo. 
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